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Partiendo del hecho completamente probado de la
posesión del décimo de lotería de la anciana por parte
del inculpado, se llega a la inferencia de la autoría sobre
la base de múltiples pruebas periféricas resultado de
una actividad probatoria compleja. En el control externo
de la inferencia deben reseñarse aquí los sucesivos hitos
que marcaron el iter lógico con el que el Tribunal argu-
mentó sus conclusiones y que, además de la posesión
del décimo, consistían en: a) la improbabilidad de que
le fuera regalado por la víctima que no daba partici-
paciones ni a su propia hija, que testificó en el acto
del juicio; b) las dificultades económicas del recurrente
objetivadas por prueba documental y testifical, y que
acreditan que perdió en el juego los días anteriores a
la muerte todo el dinero del que disponía; c) las limitadas
posibilidades de que el billete fuera sustraído por otra
persona, puesto que dos días antes del crimen la víctima
había hablado con su hija sin que aquélla le refiriera
sustracción alguna, y teniendo en cuenta por otro lado
que le fue expoliada, igualmente, una cantidad de dinero
en efectivo que la finada reservaba para sus gastos ordi-
narios; d) la prueba testifical de una menor que vio salir
a un varón el día del hecho del domicilio de la víctima
que, según la Sala, aunque no advera que aquella per-
sona fuera la misma que el acusado, tampoco descarta
que lo fuera; e) la compatibilidad entre las declaraciones
de los testigos de descargo y la presencia del acusado
en el lugar del crimen, habida cuenta de la escasa dis-
tancia de Santander a Torrelavega, donde se le vio poco
tiempo después de cometido el crimen.

Todas estas circunstancias son elementos indiciarios,
acogidos por la Audiencia y por el Tribunal Supremo,
que se integran en un complejo probatorio y que apuntan
a la participación del acusado en los hechos. Como en
este sentido pone de manifiesto el Ministerio Fiscal, no
resulta en absoluto arbitraria la conclusión de la Sala
en relación con la autoría del recurrente sobre la base
de los razonamientos contenidos en la Sentencia, que
son el resultado de una amplísima investigación sumarial,
sobre la autoría y las motivaciones por las que se justificó
el nexo de los indicios incriminatorios con la autoría del
inculpado y en las que se detallaron exhaustivamente
los diversos momentos del razonamiento, que no pueden
ser tildados de incoherentes ni de ilógicos.

Sin que, por otro lado, puedan rebatirse estas pruebas
en la demanda de amparo en la que se critica la inferencia
de la Sala, la credibilidad de los testimonios o la mani-
pulación horaria que se atribuye a la Sala de enjuicia-
miento. Pues ello no pasa de constituir una nueva valo-
ración del material del proceso, otorgando un significado
distinto a lo que se probó o tratando de anteponer su
propia valoración a la del Tribunal. Y, como hemos seña-
lado en otras ocasiones, nuestro control externo no pue-
de llevar «a sustituir las inferencias de los órganos judi-
ciales cuando las deducciones se basan en una apre-
ciación lógica y sólida, aunque pueda ser criticable» (STC
189/1998, de 28 de septiembre) pues «entre diversas
alternativas igualmente lógicas, nuestro control no puede
alcanzar la sustitución de la valoración efectuada por
los órganos judiciales, ni siquiera a afirmar que fuera
significativamente más probable un acaecimiento alter-
nativo de los hechos» (STC 124/2001, de 4 de junio,
FJ 13).

8. Idéntica valoración merece la inferencia jurisdic-
cional sobre la hora de la muerte. A este Tribunal no
le compete comprobar si fue igualmente razonable otra
hipótesis distinta, ya que nuestra labor se limita a un
juicio de razonabilidad sobre la valoración probatoria
efectuada por la jurisdicción ordinaria y no debe ser una
valoración directa de las pruebas.

La Audiencia consideró que la muerte habría tenido
lugar en hora próxima a la una de la tarde y lo dedujo

desde las conclusiones ofrecidas por el informe médico
forense, entre las que se encontraba la de que la víctima
no tenía restos de comida en su estómago. También
se tuvo en cuenta que no fuese vista con vida después
de su encuentro con una vecina menor de edad, que
la menor hubiera oído una discusión en la morada de
la finada y que, a continuación, se hubiera encontrado
con un individuo saliendo de la casa de los hechos. La
finada, por otro lado, fue hallada en ropa de calle, y
en el momento de la entrada de los vecinos en la casa
se encontraba en una mesa un trozo de carne maloliente.
De todo ello concluyó la Sala que la agresión tuvo lugar
en hora próxima a la una de la tarde y cuando la víctima
acababa de volver de misa. La inferencia sobre la hora
de la muerte no puede tildarse de ilógica o irrazonable,
ni tampoco le es achacable un carácter excesivamente
abierto o indeterminado.

En suma, la condena se obtuvo a partir de un complejo
probatorio de cargo que integraría una prueba practicada
plural y entre la que la Sentencia recurrida destaca la
injustificada posesión por el inculpado de un objeto de
valor de la víctima. Hay pues una mínima actividad pro-
batoria que impide a esta jurisdicción entrar a valorarla
y desde la perspectiva limitada y externa que corres-
ponde a este Tribunal no puede ser acogido el amparo
solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José Luis García
Sedano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a seis de mayo de dos mil
dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

10782 Sala Segunda. Sentencia 110/2002, de 6 de
mayo de 2002. Recurso de amparo
2266-2000. Promovido por don Calogero Car-
lino respecto al Auto de la Sala de lo Penal
en Pleno de la Audiencia Nacional que declaró
procedente su extradición a Italia, a fin de
que sea juzgado por un delito de tráfico de
drogas.

Supuesta vulneración de los derechos a la
igualdad en la aplicación de la Ley, a la defen-
sa y a un proceso con garantías: Extradición
para que continúe la causa contra el reo, ini-
ciada en su ausencia pero pendiente, no para
cumplir pena de prisión (STC 91/2000).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
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y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, han pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2266-2000, promovido
por don Calogero Carlino, representado por el Procurador
de los Tribunales don José Luis García Barrenechea y
asistido por la Letrada doña Amalia Fernández Doyague,
contra el Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional, de fecha 13 de marzo de 2000,
dictado en el expediente de extradición núm. 6-1999,
que desestimó el recurso de súplica formulado contra
el Auto de 17 de enero de 2000, de la Sección Primera
de la misma Sala, que declaró procedente la extradición
solicitada por la República de Italia. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en la sede de este
Tribunal el 17 de abril de 2000, el Procurador don José
Luis García Barrenechea interpuso recurso de amparo,
en nombre y representación de don Calogero Carlino,
contra las resoluciones mencionadas en el encabeza-
miento.

2. La demanda de amparo se fundamenta en los
hechos que a continuación se resumen, según se deduce
de las actuaciones remitidas:

a) El día 7 de enero de 1999 el recurrente fue dete-
nido en Málaga, en virtud de Orden de prisión núm.
19042/95, por supuesto delito de tráfico de drogas,
expedida por las autoridades judiciales italianas el 27
de octubre de 1997.

b) El Juzgado Central de Instrucción núm. 6 de la
Audiencia Nacional, en funciones de guardia, acordó su
prisión provisional el día 8 de enero de 1999, remitiendo
las actuaciones al Juzgado Central núm. 1 ante el que
se había tramitado una anterior petición de extradición.
Las actuaciones recibidas fueron registradas como expe-
diente de extradición núm. 6-1999.

c) El 27 de enero de 1999 el recurrente se opuso
a la entrega solicitada por Italia, una vez fue acreditado
que su extradición había sido ya solicitada por las auto-
ridades italianas mediante Nota verbal núm. 353, de 30
de julio de 1998, que se basaba en la Orden de prisión
de 27 de octubre de 1997. El 4 de febrero de 1999
el Juzgado Central de Instrucción remitió las actuaciones
a la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional para que resolviera sobre la petición de extra-
dición.

d) Ya ante la Sección, el Ministerio Fiscal emitió
informe de fecha 20 de abril de 1999 en el que estimaba
procedente acceder a la extradición solicitada a fin de
que el recurrente fuera juzgado por los hechos y delitos
a que se refería la Orden de prisión emitida por las auto-
ridades judiciales italianas.

El Auto núm. 2/2000, de 17 de enero, de la Sección
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
acordó declarar procedente la extradición del recurrente
en relación con los hechos y delitos a que se refería
la Orden de prisión de 27 de octubre de 1997, antes
citada, sometiendo la decisión a la condición de que
le fuera abonado al recurrente el tiempo de prisión pro-
visional sufrido en el proceso extradicional.

e) La representación del recurrente interpuso recur-
so de súplica contra la anterior resolución, cuya con-
firmación solicitó el Ministerio Fiscal. El Pleno de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional, mediante Auto
de 13 de marzo de 2000, aprobado por mayoría (se
formularon cuatro Votos particulares), desestimó el
recurso de súplica y declaró procedente la extradición
«para perseguir los hechos a que se refiere el Auto de
prisión expedido el 27 de octubre de 1997 por el Juez
de Investigaciones preliminares del Tribunal Penal de
Roma, excluyendo el cumplimiento directo de la pena
para el sólo caso de que haya recaído en el proceso
penal italiano decisión ejecutoria anterior a la firmeza
de esta resolución, ratificándose los demás pronuncia-
mientos del Auto recurrido».

f) Mientras se tramitaba el anterior proceso de extra-
dición las autoridades italianas continuaron el proceso
penal en el que se había emitido la orden de prisión
de 27 de octubre de 1997, el cual fue tramitado por
el procedimiento «abreviado», llegándose a dictar Sen-
tencia de fecha 16 de julio de 1998, en primera instancia,
por la que se le condenó a la pena de diez años de
privación de libertad. Dicha condena fue confirmada en
segunda instancia por Sentencia de fecha 8 de mayo
de 1999, de la Corte de Apelaciones.

g) Según escrito presentado por la representación
del recurrente el pasado 18 de febrero de 2002, la Sen-
tencia condenatoria de segunda instancia dictada por
la Corte de Apelaciones ha sido finalmente anulada por
Sentencia de 17 de enero de 2002, dictada por la Corte
Suprema de Casación italiana, en la cual se ha ordenado
la repetición del juicio ante la Corte de Apelación.

3. En su demanda, solicita el actor que se le otorgue
amparo, se declare la vulneración de sus derechos fun-
damentales a la igualdad ante la ley (art. 14 CE), a la
garantía normativa de las extradiciones (art. 13.3 CE),
a la libertad personal (art. 17 CE), a la tutela judicial
efectiva (art. 24 CE), se declare la nulidad de las reso-
luciones recurridas, y se le restablezca en la integridad
de sus derechos, a cuyo fin se ordene a la Audiencia
Nacional que deniegue la extradición solicitada y archive
definitivamente las actuaciones, o, en su defecto, se le
ordene que dicte una resolución fundada en Derecho
en la que se condicione la entrega extradicional a la
celebración de un nuevo juicio.

Tal solicitud de amparo se articula en la demanda
través de las siguientes quejas específicas:

Primera: Vulneración del derecho de defensa, del
derecho a la tutela judicial efectiva y del principio de
seguridad jurídica y de igualdad en la aplicación de la
ley por existir disparidad entre el titulo que justificó la
demanda de extradición y la causa por la que judicial-
mente se declaró la misma procedente. Recuerda el
recurrente que la solicitud italiana de extradición tuvo
como título una orden de prisión dictada el 27 de octubre
de 1997, en la fase de investigación del delito que le
era imputado. Es decir, se trataba de una solicitud de
extradición para ser sometido a juicio penal por los
hechos imputados. Sin embargo, en las actuaciones ha
quedado acreditado que desde aquella fecha de 1997
y durante el desarrollo del proceso extradicional el pro-
ceso penal ha continuado en Italia, donde, en ausencia
del recurrente, se ha dictado en su contra Sentencias
condenatoria en primera y segunda instancia el 16 de
julio de 1998 y el 8 de mayo de 1999. Por tanto en
el momento de dictarse la primera de las resoluciones
impugnadas, el Auto de la Sección Primera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional de 17 de enero
de 2000, el recurrente tenía ya la condición de con-
denado, y la firmeza de la condena pendía únicamente
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de la resolución del recurso de casación interpuesto en
Italia. Para el recurrente tal cambio su status procesal,
acaecido mientras se tramitaba la solicitud de extradi-
ción, supone la quiebra de los derechos fundamentales
alegados pues sólo pudo preparar su defensa frente a
la solicitud articulada por las autoridades italianas (ex-
tradición para enjuiciamiento) y no frente a la finalmente
concedida (extradición de un condenado en instancia
cuya condena pende aún del recurso de casación). Por
todo ello, concluye, las resoluciones impugnadas han
vulnerado su derecho de defensa.

Segunda: Lesión del derecho a la tutela judicial efec-
tiva, a la defensa y a un proceso con todas las garantías
(art. 24 CE). La vulneración denunciada se produciría
aquí de forma indirecta al haber dado validez los órganos
judiciales españoles a actuaciones realizadas por las
autoridades judiciales italianas supuestamente lesivas de
los derechos fundamentales alegados. Se queja el
recurrente de la forma en que las autoridades judiciales
italianas han dado por notificadas al recurrente las diver-
sas vicisitudes del proceso penal seguido en Italia, pues
todas ellas se han hecho al Letrado del recurrente en
vez de hacerse de forma personal al interesado (art. 165
del Código procesal italiano). Considera (citando como
apoyo el contenido parcial de alguno de los Votos par-
ticulares que acompañan al Auto de 13 de marzo de
2000, que se impugna), que la actuación de las auto-
ridades italianas no ha garantizado sus derechos míni-
mos de defensa, que se veían reforzados, en este caso,
por el hecho de que en el período 1997-1999 el recurren-
te estaba sometido en España a medidas cautelares
adoptadas en el seno de un anterior proceso de extra-
dición, situación ésta que era conocida por las autori-
dades italianas.

Tercera: Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva, a obtener una resolución fundada en Derecho,
a un proceso con todas las garantías, a ser oído en juicio,
a la defensa y a la libertad personal, y a que la extradición
sea concedida únicamente con base en un Tratado o
de conformidad con la ley (arts. 13.3, 17 y 24 CE). Según
la demanda las resoluciones impugnadas habrían incurri-
do en las lesiones denunciadas al dar validez a una con-
dena dictada in absentia pese a que la situación de rebel-
día del recurrente habría sido provocada por las auto-
ridades italianas al proseguir sin su presencia el proceso
penal aun cuando conocían que se hallaba en España
sometido a medidas cautelares adoptadas en un previo
proceso extradicional. Para el recurrente el Auto de 13
de marzo de 2000, por el que se resuelve la súplica,
no impide el cumplimiento directo en Italia de la pena
impuesta, pues el recurrente (pese a que su condena
se hallaba recurrida en casación en el momento de decla-
rarse procedente la extradición), carece en Italia de la
posibilidad de reabrir su proceso. Por ello la limitación
impuesta en el Auto de 13 de marzo de 2000 es, en
la práctica, inoperante y no garantiza un nuevo juicio,
que es lo que, en opinión del recurrente, define el con-
tenido de los derechos fundamentales aducidos.

Cuarta: Considera el recurrente que las resoluciones
impugnadas han lesionado su derecho a la igualdad en
la aplicación de la ley (art. 14 CE) al haber dado una
solución distinta a la que se venía dando a los casos
en los que el condenado no había estado presente en
el juicio (salvo que se condicionara a la celebración de
un nuevo proceso). Cita en su apoyo los Autos de la
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 25 de
octubre de 1994 —del Pleno—, de 20 de septiembre
de 1994 —de la Sección Segunda–, y de 2 de diciembre
de 1996 —de la Sección Primera—, así como las reso-
luciones dictadas en su anterior expediente de extra-
dición, que finalizó con el archivo de la petición, tras

denegar la procedencia de la misma por no otorgarse
las garantías exigidas.

4. La Sala, mediante providencia de fecha 9 de
mayo de 2000, acordó admitir a trámite la demanda
y requerir a los órganos judiciales que habían dictado
las resoluciones impugnadas para que remitieran las
actuaciones practicadas y emplazaran a quienes hubie-
ran sido parte en el proceso judicial para que, si lo desea-
ban, pudieran comparecer en el recurso de amparo. Por
providencia de la misma fecha acordó tramitar el inci-
dente sobre suspensión, de conformidad con lo previsto
por el art. 56 LOTC. Tras las alegaciones de las partes
la Sala Segunda dictó Auto, el 16 de mayo de 2000,
por el que suspendió la ejecución de las resoluciones
impugnadas en lo referido a la procedencia de la extra-
dición solicitada, sin que dicha suspensión se extendiera
a las medidas cautelares relativas a la situación personal
del recurrente.

5. Una vez recibida copia certificada de las actua-
ciones, mediante diligencia de ordenación de fecha 23
de junio de 2000, se acordó dar vista de las mismas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días para que, dentro de dicho plazo,
pudieran presentar las alegaciones que estimasen per-
tinentes.

6. El representante del Ministerio Fiscal presentó
sus alegaciones el 20 de julio de 2000, solicitando que
se dictara Sentencia estimatoria del amparo solicitado
al considerar vulnerado el derecho del recurrente a un
proceso con todas las garantías, lo que debe llevar a
que este Tribunal dicte una resolución que anule las
impugnadas ordenando retrotraer las actuaciones al
momento inmediatamente anterior a su pronunciamien-
to para que se someta la concesión de la extradición
a la celebración de un nuevo juicio en Italia.

Tras resumir los hechos y las alegaciones del deman-
dante resaltó que no debía apreciarse la supuesta lesión
del derecho a la igualdad en la aplicación de la ley por
cuanto, no sólo no consta que las resoluciones ofrecidas
como término de comparación hayan sido dictadas por
órganos judiciales con idéntica composición, sino que
la distinta solución adoptada en los Autos cuestionados
viene fundada en un cambio judicial de criterio que este
Tribunal ha considerado justificado y no arbitrario en
la STC 91/2000. Señala también que el motivo relativo
a las consecuencias derivadas de la diferencia existente
entre la causa justificativa de la solicitud de extradición
y la de la decisión judicial por la que se accede a la
misma debe ser analizado con posterioridad al referido
a las consecuencias constitucionales de tratarse de un
título que tiene su origen en un juicio penal celebrado
en rebeldía, queja ésta que incluye la denuncia referida
a la forma en que el recurrente fue llamado al proceso
penal en Italia.

En cuanto a dicha queja, la referida al hecho de haber-
se desarrollado en su ausencia el proceso penal que
ha dado lugar en Italia a su condena, entiende el Minis-
terio Fiscal que la misma debe ser estimada, por cuanto
el recurrente no estuvo presente en el juicio oral por
causas ajenas a su voluntad, situación ésta de la que
tenían conocimiento las autoridades italianas. Por ello,
con remisión a lo señalado en la STC 91/2000, entiende
que se vulneró el derecho fundamental del recurrente
a un proceso con todas las garantías al no haber sido
supeditada la entrega extradicional a la celebración de
un nuevo juicio en Italia.

7. La representación procesal del recurrente presen-
tó su escrito de alegaciones el 24 de julio de 2000,
reiterando en lo sustancial los argumentos ya expresados
en la demanda de amparo (el recurrente estaba sometido



BOE núm. 134. Suplemento Miércoles 5 junio 2002 67

a proceso en España mientras, en su ausencia, se
desarrollaba el proceso penal en Italia; situación ésta
que era conocida por las autoridades de este país), que
considera ratificados por las posteriores Sentencias
91/2000, 162/2000 y 163/2000 de este Tribunal,
según las cuales, se dice, el juicio en rebeldía es contrario
a la Constitución si no se garantiza su repetición.

8. Por providencia de 30 de abril de 2002, se señaló
el día 6 de mayo siguiente, para la votación y fallo de
la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente demanda el amparo de este Tribunal
frente al Auto de 17 de enero de 2000, dictado por
la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional, confirmado en súplica por el Pleno de la Sala
mediante Auto de 13 de marzo de 2000, resoluciones
que declararon procedente su extradición, solicitada por
la República de Italia. El Auto del Pleno que puso fin
a la vía judicial previa declaró procedente la extradición
«para perseguir los hechos a que se refiere el Auto de
prisión expedido el 27 de octubre de 1997 por el Juez
de Investigaciones Preliminares del Tribunal Penal de
Roma, excluyendo el cumplimiento directo de la pena
para el solo caso de que haya recaído en el proceso
penal italiano decisión ejecutoria anterior a la firmeza
de esta resolución, ratificándose los demás pronuncia-
mientos del Auto recurrido».

Considera el actor que tal decisión judicial ha vul-
nerado sus derechos a la garantía normativa de las extra-
diciones (art. 13.3 CE), a la igualdad en la aplicación
de la ley (art. 14 CE), a la libertad personal (art. 17
CE), y a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1
y 2 CE), en varias de sus vertientes. Sin perjuicio de
proceder más adelante a una detallada exposición del
contenido de cada una de las quejas, cabe resumirlas
señalando que el recurrente afirma no haber podido
defenderse con plenitud de garantías durante la trami-
tación del expediente de extradición por haberse pro-
ducido en Italia una mutación de su status procesal,
pues, si bien en el momento de formularse la solicitud
de extradición —octubre de 1997—, tenía la condición
de imputado sometido a investigación, en el momento
de resolverse sobre la misma —enero de 2000— había
sido ya condenado en primera y segunda instancia a
una pena de privación de libertad de diez años de dura-
ción. Se queja también de que en Italia no fue perso-
nalmente llamado a dicho proceso penal pese a que
las autoridades italianas conocían que estaba detenido
en nuestro país, por lo que dicha grave condena le fue
impuesta in absentia, pese a lo cual la extradición no
ha sido condicionada a que se le garantice en su país
de origen la repetición del juicio. Por último considera
que los órganos judiciales españoles han resuelto la pre-
tensión de extradición de forma distinta a la acordada
en anteriores resoluciones dictadas sobre supuestos
idénticos, sin justificación suficiente que explique el cam-
bio de criterio.

Para el Ministerio Fiscal, que descarta la supuesta
vulneración del principio de igualdad en la aplicación
de la ley (art. 14 CE), la extradición del recurrente, en
los términos que ha sido concedida, lesiona su derecho
a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) al
no haber sido supeditada la entrega a la celebración
de un nuevo juicio en Italia, puesto que el recurrente
no estuvo presente en Italia en el juicio oral que dio
lugar a su condena por causas ajenas a su voluntad,
situación ésta de la que tenían conocimiento las auto-
ridades italianas. Por ello, tras citar lo señalado en la
STC 91/2000, de 30 de marzo, entiende que debe ser

otorgado el amparo, deben ser anuladas las resoluciones
impugnadas y retrotraer las actuaciones para que la con-
cesión de la extradición sea judicialmente condicionada
a la celebración de un nuevo juicio en Italia.

2. Siguiendo la terminología de la STC 91/2000,
que tanto el recurrente como el Ministerio Fiscal utilizan
como fundamento del amparo pretendido, puede obser-
varse que en la demanda se afirma que las resoluciones
judiciales cuestionadas han vulnerado tanto directa
como indirectamente sus derechos fundamentales. Esta
distinción entre quejas que suponen una violación directa
de los derechos fundamentales del recurrente por parte
de los órganos de la jurisdicción española, y aquellas
otras en las que se imputa a nuestra jurisdicción una
actuación lesiva de dichos derechos en la medida en
que otorga validez a ciertos actos de una jurisdicción
extranjera que se estiman contrarios a ellos, puede ser
útil, a efectos expositivos, para ordenar el análisis de
las pretensiones formuladas en la demanda, pues, en
la práctica, casi todas ellas giran en torno a las exigencias
constitucionales relacionadas con el juicio en rebeldía
y su trascendencia en los procesos de extradición, las
cuales son reiteradas desde distintas perspectivas para
fundamentar la pretensión de amparo.

Afirma el recurrente que los Autos impugnados vul-
neran el art. 14 CE al apartarse injustificadamente de
los criterios expresados en anteriores resoluciones dic-
tadas por la Audiencia Nacional en materia de extradición
cuando ésta ha sido solicitada para el cumplimiento de
condenas dictadas en ausencia. Dos son los términos
de comparación que ofrece: de una parte, diversos Autos
dictados en 1994 y 1996 por las Secciones y el Pleno
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional; de otra,
los Autos de 30 de abril y 23 de junio de 1998, dictados
por la Sección Primera y el Pleno de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional al pronunciarse en el expe-
diente núm. 47-1996 sobre una anterior solicitud de
extradición del recurrente, fundada, como la presente,
en una condena penal dictada en su ausencia.

La queja, así expuesta, debe ser rechazada, pues, para
apreciar la existencia de una desigualdad en la aplicación
de la ley, se requiere que las resoluciones que se con-
trastan hayan sido dictadas por el mismo órgano judicial
y que hayan resuelto supuestos sustancialmente iguales,
junto con la ausencia de toda motivación que justifique
en términos generalizables el cambio de criterio (SSTC
49/1985, de 28 de marzo; 120/1987, de 10 de julio;
110/1993, de 25 de marzo; 160/1993, de 17 de mayo;
192/1994, de 23 de junio; 105/1996, de 11 de junio;
96/1997, de 19 de mayo; 132/1997; 188/1998, de
28 de septiembre, y 25/1999, de 8 de marzo), circuns-
tancias éstas que no concurren en el caso presente.

En primer lugar, porque, como este Tribunal ha tenido
ocasión de constatar al dictar las SSTC 141/1998, de 29
de junio, 147/1999, de 4 de agosto, 91/2000, de 30
de marzo, 134/2000, de 16 de mayo, 162/2000 y
163/2000, de 12 de junio (que impugnaban resolucio-
nes judiciales dictadas en materia de extradición), con
posterioridad a los Autos de 1994 y 1996, ofrecidos
en la demanda de amparo como término de compa-
ración, el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional ha venido sosteniendo reiteradamente que la
interpretación conjunta del art. 1 del Convenio europeo
de extradición y las previsiones del Titulo III del Segundo
Protocolo Adicional al mismo permiten conceder la extra-
dición también en caso de que la reclamación tenga
como título una condena dictada in absentia si los órga-
nos de la jurisdicción española consideran que en el
proceso celebrado en el Estado reclamante se obser-
varon las garantías mínimas exigidas por el derecho de
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defensa. Y éste es, precisamente, el argumento utilizado
en los Autos impugnados para justificar la decisión favo-
rable a la extradición. Por ello, como dijimos en la
STC 91/2000, FJ 4, al margen de su acierto, tal razo-
namiento permite contemplar las resoluciones impug-
nadas como expresión de un criterio jurídico fundado,
y no como un acto de arbitrariedad, que introduce una
diferencia de trato artificiosa o injustificada por no venir
fundadas en criterios objetivos y razonables.

Y en cuanto a los Autos de 30 de abril y 23 de
junio de 1998, dictados por la Sección Primera y el Pleno
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional al pro-
nunciarse en el expediente núm. 47-1996 sobre una
anterior solicitud de extradición del recurrente, su mera
lectura pone de relieve también la existencia de un razo-
namiento expreso que justifica la diferencia de trato.
En aquel supuesto la Sala consideró que, dado el con-
tenido de la documentación remitida por las autoridades
italianas para justificar la petición de extradición, no era
posible pronunciarse sobre si en el proceso judicial
desarrollado en Italia se habían observado o no las garan-
tías mínimas exigidas por el contenido del derecho de
defensa. Fue esta apreciación fáctica, inexistente en este
caso, la que llevó a condicionar la extradición a que
en el plazo de cuarenta días las autoridades italianas
prestasen «garantías de que, si, una vez entregado, así
lo solicitase el reclamado, oponiéndose a la ejecución,
será sometido a un nuevo juicio en su presencia» (fun-
damento jurídico quinto del Auto de 30 de abril de 1998,
y fundamento jurídico cuarto del Auto de 23 de junio
de 1998, aportados con la demanda como documentos
núm. 2 y 3). No ha existido, por tanto, la lesión denun-
ciada del art. 14 CE, porque no existe apartamiento arbi-
trario por un órgano judicial de su doctrina anterior apli-
cada a un mismo supuesto (ATC 168/2001, de 20 de
junio).

3. La segunda vulneración directa de sus derechos
fundamentales que el recurrente imputa a los órganos
judiciales españoles consistiría en no haber podido pre-
parar debidamente su defensa frente a la petición de
extradición por cuanto la solicitud de entrega se formuló
inicialmente, en octubre de 1997, para su enjuiciamien-
to, pero cuando finalmente se accedió a la misma, en
marzo de 2000, el Sr. Carlino había sido ya condenado
en Italia en primera y segunda instancia, por lo que en
realidad, se dice, se trataba de una petición de extra-
dición para cumplimiento de pena. En su opinión tal
modificación en el título justificativo de la reclamación
le habría impedido preparar su defensa adecuadamente,
pese a que, finalmente, la autorización judicial de la extra-
dición se concedió, no para cumplir la pena impuesta,
sino para «perseguir los hechos a que se refiere el Auto
de prisión de 27 de octubre de 1997».

El examen de las actuaciones pone de relieve que,
en efecto, la situación procesal en Italia del reclamado
fue variando a medida que se iba tramitando en España
el proceso de extradición. Como con detalle se recoge
en los antecedentes, cuando el recurrente fue detenido,
el 7 de enero de 1999, lo fue en virtud de una orden
de prisión dictada el 27 de octubre de 1997, todavía
en la fase de investigación de los hechos imputados,
pero, desde entonces, el proceso penal en Italia continuó
su desarrollo y en él recayó sentencia condenatoria el
16 de julio de 1998. Es más, cuando la Sección Primera
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional accedió
en primera instancia a la solicitud de extradición (Auto
de 17 de enero de 2000), su condena ya había sido
ratificada en Italia al ser desestimado el recurso inter-
puesto por Sentencia de 8 de mayo de 1999, dictada
por la Corte de Apelación. Sólo pendía entonces la reso-

lución del recurso de casación presentado por los repre-
sentantes legales del recurrente.

Ahora bien, tal situación fáctica no ha limitado las
posibilidades de defensa del recurrente en el proceso
extradicional, pues siempre fue conocida y alegada en
el mismo, y siempre fue tenida en cuenta por los órganos
judiciales españoles al resolver sobre la reclamación
extradicional. Fue el propio recurrente el que puso de
manifiesto ante la Sala que el proceso penal había pro-
seguido en Italia, llegando a condenársele en ausencia
en primera y segunda instancia. Tal situación fue docu-
mentalmente confirmada mediante Nota verbal de la
Embajada italiana. Y fue el propio recurrente el que plan-
teó ante la Sala como pretensión específica la impo-
sibilidad de acceder a la extradición dado el cambio de
su status procesal en Italia. Pese a ello sus reclamaciones
fueron fundadamente rechazadas, tanto en primera ins-
tancia —fundamento jurídico 5 del Auto de 17 de enero
de 2000—, como al resolver la súplica —fundamento jurí-
dico 2 del Auto de 13 de marzo de 2000.

Por tanto, dejando al margen el acierto jurídico del
razonamiento expuesto en tales resoluciones, desde la
perspectiva planteada en la demanda, que denuncia
lesión de su derecho de defensa por cambio del titulo
justificativo de la solicitud de extradición, no se aprecia
que concurra la vulneración denunciada, pues el
recurrente pudo preparar con suficiente antelación, sin
limitación material alguna, su defensa al conocer pun-
tualmente todas las circunstancias fácticas descritas;
además las puso de manifiesto ante la Sala, que las
conoció y pudo formarse criterio sobre las mismas, e
impugnó dicho criterio al recurrir en súplica la decisión
por la que, inicialmente, se declaró procedente la extra-
dición. Todo lo cual priva de contenido a la queja.

4. Restan por analizar las quejas articuladas en la
demanda como «motivos» segundo y tercero. En ellas
se denuncia la lesión del derecho a que la extradición
sea concedida únicamente con base en un Tratado o
de conformidad con la ley, a la libertad personal, a la
tutela judicial efectiva, a obtener una resolución fundada
en Derecho, a la defensa, a ser oído en juicio y a un
proceso con todas las garantías (arts. 13.3, 17 y 24
CE). Las vulneraciones denunciadas se habrían produ-
cido ahora de forma indirecta al haber ratificado los órga-
nos judiciales españoles actuaciones realizadas por las
autoridades italianas supuestamente lesivas de los dere-
chos fundamentales alegados, concretamente se afirma
que se ha dado validez a un irregular llamamiento a
juicio y a una condena dictada in absentia pese a que
la incomparecencia del recurrente habría sido provocada
por las autoridades italianas al proseguir sin su presencia
el proceso penal, pese a conocer que se hallaba en Espa-
ña sometido a medidas cautelares adoptadas en un pre-
vio proceso extradicional.

En apoyo de tan profusa alegación se cita la doctrina
de este Tribunal contenida en las SSTC 147/1999,
91/2000, 134/2000, 162/2000 y 163/2000, todas
ellas referidas a solicitudes de extradición para el cum-
plimiento en Italia de condenas dictadas in absentia.

Los argumentos esgrimidos al justificar la queja y
la anterior referencia a nuestra doctrina nos obligan a
hacer dos consideraciones previas al análisis de la pre-
tensión de amparo, a fin de delimitar las circunstancias
fácticas concurrentes en este supuesto y recordar y con-
cretar el contenido de la doctrina allí expuesta, pues
no coincide con la interpretación de la misma que for-
mulan primero, el demandante y, después, el Ministerio
Fiscal, cuando justifica su apoyo a la pretensión de
amparo.
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a) Desde un punto de vista puramente fáctico no
pueden dejarse de lado en el análisis de la queja dos
datos relevantes:

El primero, puesto de manifiesto por el propio
recurrente en su escrito de fecha 6 de febrero de 2002,
es el de que la Sentencia de 8 de mayo de 1999 dictada
por la Corte de Apelación de Roma ha sido revocada
por la Corte Suprema de Casación en Sentencia de
fecha 17 de enero de 2002, resolución que ha ordenado
la repetición del juicio de apelación. Por tanto la situación
procesal del recurrente en Italia es ahora la de conde-
nado en primera instancia con la posibilidad de revisar
en apelación y casación su condena.

El segundo, que, aunque en su demanda el recurrente
afirma que la entrega extradicional es «en la práctica»
para cumplimiento de la condena impuesta en ausencia,
no lo han entendido así los órganos judiciales españoles,
que han autorizado la extradición «para perseguir los
hechos denunciados», excluyendo expresamente el cum-
plimiento directo de la pena en el caso de que en la
fecha de la autorización de entrega hubiera ya recaído
en Italia decisión ejecutoria anterior.

b) En cuanto a la doctrina jurisprudencial citada
como respaldo de la pretensión de amparo cabe destacar
que en dichas resoluciones se analizó un problema espe-
cífico: la supuesta ilegitimidad constitucional de la deci-
sión judicial de acceder a la petición de extradición de
los recurrentes (aquéllos también de nacionalidad ita-
liana), para el cumplimiento de una condena por delito
grave impuesta tras un juicio celebrado en su ausencia.

Al abordar dicha cuestión señalamos que, admitida
por nuestra doctrina la posible relevancia constitucional
de las quejas consistentes en las que entonces deno-
minamos «vulneraciones indirectas» de los derechos fun-
damentales (aquéllas en las que incurrirían los poderes
públicos nacionales, entre ellos, la jurisdicción, cuando
reconocen, homologan o dan validez a una resolución
adoptada por una autoridad extranjera cuya ejecución
se reputa lesiva de un derecho fundamental), el órgano
judicial encargado de velar por la legitimidad de la peti-
ción de extradición debía, en estos supuestos, condi-
cionar la autorización de entrega a que, mediante un
nuevo proceso, se dieran al reclamado las posibilidades
de impugnación suficientes para salvaguardar sus dere-
chos de defensa (En los casos de extradición la posi-
bilidad de lesión indirecta de derechos fundamentales
había sido ya presupuesto implícito de la STC 11/1983,
de 21 de febrero y de los AATC 204/1983, de 4 de
mayo, 780/1984, de 12 de diciembre, y 924/1987,
de 15 de julio, y explícito en las SSTC 13/1994, de
17 de enero, 21/1997, de 10 de febrero, 141/1998,
de 29 de junio, y 147/1999, de 4 de agosto)

Al justificar tal afirmación dijimos en la STC 91/2000
que la Constitución no proscribe la condena penal en
ausencia, ni tan siquiera en los supuestos de delito grave,
pero sí exige que la efectividad de la misma quede supe-
ditada a que exista una posibilidad de impugnación pos-
terior, una vez sea habido el condenado, posibilidad que
ha de resultar suficiente para subsanar el déficit de garan-
tías que, en el caso concreto, haya podido ocasionar
su falta de presencia en la vista. Dicho con palabras
de la resolución reseñada: «lo que de ningún modo resul-
ta compatible con el contenido absoluto del derecho
a un juicio justo (art. 24.2 CE) es la condena in absentia
sin la aludida posibilidad ulterior de subsanar las defi-
ciencias que la falta de presencia haya podido ocasionar
en los procesos penales seguidos por delitos muy
graves».

De lo que se trata, como expresamos en el ATC
19/2001, de 30 de enero, al rechazar un incidente sobre
la ejecución de la STC 163/2000, de 12 de junio, no
es de que la Audiencia Nacional requiera a las auto-
ridades italianas la prestación de garantía como con-
dición previa para declarar procedente la extradición de
los reclamados, sino de que, al acordarse la procedencia
de la extradición, la misma contemple como garantía
que, en el Estado requirente, se den al extradicto las
posibilidades de impugnación reseñadas, pesando sobre
dicho Estado la responsabilidad del cumplimiento de
dicha condición a la que se sujeta expresamente el acuer-
do de extradición. Por ello concluimos entonces que
«constituye una vulneración ’indirecta’ de las exigencias
absolutas dimanantes del derecho proclamado en el
art. 24.2 CE, al menoscabar el contenido esencial del
proceso justo de un modo que afecta a la dignidad huma-
na, ... acceder a la extradición a países que, en casos
de delito muy grave, den validez a las condenas en ausen-
cia, sin someter la entrega a la condición de que el con-
denado pueda impugnarlas para salvaguardar sus dere-
chos de defensa» (STC 91/2000, FJ 14).

5. De las precisiones anteriores destaca un rasgo
relevante que diferencia este supuesto de los analizados
en las Sentencias de este Tribunal que se ofrecen como
apoyo de la pretensión de amparo: la procedencia de
la entrega extradicional del recurrente no ha sido decla-
rada en este caso para que éste cumpla en su país de
origen una condena penal por delito grave dictada en
su ausencia (pues tal posibilidad ha sido expresamente
excluida), sino para que continúe su enjuiciamiento por
los hechos que dieron lugar al inicial Auto de prisión
que justificó la solicitud formulada por las autoridades
italianas.

Es este matiz diferencial el que priva de contenido
a la pretensión de amparo que considera lesionados los
arts. 13.3, 14, 17, y 24.1 y 2 CE, pues al haber quedado
excluida la posibilidad de dar cumplimiento a una deci-
sión condenatoria firme anterior a la decisión de entrega
(dado que el proceso penal seguido en Italia contra el
recurrente no ha concluido en todas sus fases), los órga-
nos judiciales españoles únicamente posibilitan que con-
tinúe el proceso penal contra el recurrente a partir del
estado que mantiene, pero no dan validez a una condena
dictada in absentia, pues aún deben resolverse los recur-
sos de apelación y eventualmente, de nuevo, de casa-
ción. A través de tales institutos procesales el recurrente
goza en su país, por tanto, de una posibilidad de impug-
nación suficiente para salvaguardar sus derechos de
defensa (ATC 177/2000, de 12 de julio), sin excluir
ninguno (tampoco los relacionados con la forma en que
fue llamado a la vista oral).

Una vez más hemos de recordar que, conforme a
nuestra doctrina, lo que la Constitución veda es dar efec-
tividad a una condena por delito grave dictada en ausen-
cia sin ofrecer al condenado la posibilidad ulterior de
subsanar las deficiencias que la falta de presencia en
el juicio oral haya podido ocasionar, lo que no significa
que sea constitucionalmente exigible la repetición del
juicio, como las alegaciones formuladas por el deman-
dante y el Ministerio Fiscal parecen dar a entender. Por
ello, teniendo en cuenta el estado procesal de la causa
penal seguida contra el recurrente en Italia y las con-
diciones impuestas en las resoluciones impugnadas, que
excluyen el cumplimiento directo de la pena impuesta,
el recurrente tiene en Italia abiertas posibilidades de
impugnación que le permiten hacer valer las deficiencias
de defensa que su ausencia en el juicio le pudo ocasionar,
por lo que la pretensión de amparo ha de ser deses-
timada.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Calogero Carlino.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a seis de mayo de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

10783 Sala Segunda. Sentencia 111/2002, de 6 de
mayo de 2002. Recurso de amparo
4914-2000. Promovido por «Hijos de J. Barre-
ras, S. A.», frente a la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo en cuanto
desestimó su demanda contra la Dirección
General de Aduanas sobre desgravación fiscal
a la construcción y a la exportación de buques.

Vulneración del derecho a la igualdad en la
aplicación de la ley: Sentencia contencioso-ad-
ministrativa con un fallo diferente a otras dic-
tadas en supuestos idénticos sin justificación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4914-2000, promovido
por la entidad mercantil «Hijos de J. Barreras, S. A.»,
bajo la representación procesal del Procurador de los
Tribunales don José Manuel de Dorremochea Aramburu
y con la asistencia del Abogado don A. Jiménez Blanco,
contra la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo con fecha de 23 de junio
de 2000 (recurso núm. 532/95), estimatoria parcialmen-
te del recurso de casación interpuesto por el Abogado
del Estado contra la Sentencia de la Sección Segunda
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional con fecha de 11 de octubre de 1994 (re-
curso núm. 208.294/94), estimatoria, a su vez, del recur-
so contencioso-administrativo interpuesto contra la
Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Cen-
tral de fecha de 12 de septiembre de 1990 (reclama-
ciones acumuladas núms. 4823-2-87, 3338-2-88 y
330-2-88), que desestimaba las reclamaciones presen-
tadas contra los Acuerdos de la Dirección General de
Aduanas e Impuestos Especiales con fecha de 14 de
septiembre de 1987, 16 de mayo de 1988 y 21 de julio
de 1988, denegatorios de las peticiones de abono de
la desgravación fiscal a la construcción y a la exportación,
por la construcción de tres buques. Ha comparecido el
Abogado del Estado en la representación que ostenta
y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente

el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 13 de septiembre de 2000, el Procurador de los
Tribunales don José Manuel de Dorremochea Aramburu,
en nombre y representación de la entidad mercantil
«Hijos de J. Barreras, S. A.», interpuso recurso de amparo
contra la Sentencia indicada en el encabezamiento.

2. En la demanda de amparo y bajo la titulación
de Hechos, aunque mezclando consideraciones jurídicas,
se contiene, en resumen, el siguiente, relato:

a) Con fecha de 24 de julio de 2000 se notificó
la Sentencia dictada por la Sala Tercera del Tribunal
Supremo (Sección Segunda) el día 23 de junio, resol-
viendo el recurso de casación núm. 532/95, que había
interpuesto la Administración del Estado. El objeto del
litigio era la determinación del régimen cronológico apli-
cable a las figuras tributarias conocidas como la des-
gravación fiscal, en el caso concreto, a la construcción
de buques, de tres buques, en singular, dos, con destino
a un armador nacional; y el otro, para la exportación.
La Sentencia estimó parcialmente el recurso, pronun-
ciándose en contra de dicha desgravación para el tercer
buque, esto es, el destinado al mercado exterior. En este
sentido, del fundamento de la desgravación fiscal a la
exportación regulado por el Decreto 2168/1964, de 8
de julio, y luego por los Decretos 1255/1970, de 16
de abril, y 389/1977, de 18 de febrero se dice en la
Sentencia con acierto que la Desgravación Fiscal a la
Exportación formaba parte de lo que la doctrina y la
técnica tributarias denominan ajustes fiscales en fron-
tera, que en el caso de las exportaciones cumplía,
mediante la correspondiente desgravación, dos propó-
sitos, uno era tributario y consistía en que tuviera efec-
tividad el principio de gravamen en destino, es decir,
donde se realiza el consumo de los bienes y de los ser-
vicios, a cuyo efecto éstos salían de nuestro territorio
sin ninguna carga fiscal indirecta, y viceversa, cuando
se importaban otros bienes y servicios, España los some-
tía al Impuesto sobre Compensación de Gravámenes
Interiores, sujetando así el consumo de los mismos a
nuestra imposición indirecta; y el otro era comercial y
consistía en que los precios de exportación de nuestros
bienes y servicios, se determinaban sin influencia alguna
de nuestro mayor o menor nivel de imposición indirecta,
lográndose así, según los acuerdos del G.A.T.T., y ahora
de la Organización Mundial del Comercio, la neutrali-
zación en las exportaciones de la imposición indirecta
de cada país. Por su parte, la desgravación fiscal a la
construcción de buques destinados a su venta en España
no era sino la extensión al mercado interior de los efectos
de esa misma figura, y ello con ánimo de abaratar los
costes del sector, pues aun cuando no hubiese fronteras,
se procuraba reducir los costes del sector mediante un
procedimiento de devolución de la carga fiscal indirecta
al terminar la construcción del buque y procederse a
su entrega.

b) El momento a considerar en uno y otro caso mer-
cado interior y exterior a efectos de determinación del
régimen jurídico aplicable era el de la firma del contrato
de construcción del buque, así se demorase luego la
entrega del mismo o, en su caso, la exportación en sen-
tido físico, como textualmente dice la Sentencia impug-
nada: A nadie se le oculta que la construcción de un
buque puede durar varios años y, por tanto, la carga
fiscal indirecta puede variar substancialmente a lo largo
del período de construcción, por lo que si se aplicara
el tipo desgravatorio en el momento de la entrega o
de la exportación del buque, la empresa constructora


